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y probar procesalmente sus derechos e intereses
(STC 114/2000, de 5 de mayo, FJ 2). Pues bien, las
actuaciones ponen de manifiesto que tras la recepción
por el Juzgado de Instrucción del escrito del condenado
Sr. Sanz Jiménez, y de los escritos de la compañía ase-
guradora y del Ministerio Fiscal, aquél remitió los autos
a la Audiencia Provincial, que decidió el recurso sin cele-
bración de vista. De tal forma que al recurrente no se
le notificó la presentación ni se le dio traslado del escrito
del Sr. Sanz Jiménez, que la Audiencia Provincial con-
sideró un recurso de adhesión a la apelación, y sin que
el hoy demandante de amparo hubiera tenido oportu-
nidad de contradecir la pretensiones autónomas que en
el mismo se contenían.

Debe, pues, concluirse, como aduce el Ministerio Fis-
cal, que tal forma de proceder entrañó vulneración del
principio de contradicción en la apelación del proceso
penal, puesto que se impidió al recurrente en amparo
conocer los argumentos y pretensiones de la contraparte,
y manifestar los propios ante la Audiencia Provincial.
Este Tribunal ha admitido la posibilidad de que, con moti-
vo de la adhesión a la apelación, el órgano judicial ad
quem amplíe su cognición a extremos no contenidos
en la apelación principal, pero en tales casos ha supe-
ditado la regularidad de tal situación procesal, desde
la perspectiva constitucional, a que haya existido la posi-
bilidad de debate contradictorio sobre las pretensiones
autónomas (extremos o cuestiones diversas y aun opues-
tas a la apelación principal) contenidas en la impugna-
ción adhesiva, de manera tal que el apelante principal
haya tenido la posibilidad de defenderse frente a las
alegaciones formuladas de contrario (SSTC 53/1987,
de 7 de mayo, FJ 3; 91/1987, de 3 de junio,
FJ 6; 242/1988, de 19 de diciembre, FJ 2; 79/2000,
de 27 de marzo, FJ 3). Al privarse al hoy demandante
de contradecir el escrito de impugnación presentado por
el condenado en instancia, el cual fue admitido y esti-
mado por la Audiencia Provincial como recurso de ape-
lación adhesivo, se vulneró su derecho a no padecer
indefensión, motivo por el cual debe otorgarse el amparo.

8. No es obstáculo a la conclusión estimatoria del
amparo el que la Sentencia pronunciada en la apelación
del juicio de faltas sea absolutoria, por cuanto se ha
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva con
resultado de indefensión, como aquí acontece, y por las
razones esgrimidas por nuestra STC 168/2001, de 16
de julio (FJ 8).

Por ello, la estimación del amparo comporta, a efectos
del íntegro restablecimiento del demandante en el dere-
cho fundamental conculcado (art. 55.1.c LOTC), la anu-
lación de la Sentencia dictada en apelación por la Audien-
cia Provincial de Logroño, con la consiguiente retroac-
ción de las actuaciones al momento en que debió darse
traslado a las demás partes de los escritos de adhesión
a la apelación formulados por el Sr. Sanz Jiménez y
por la compañía aseguradora Van Calcar España, S.A.,
para que dicho órgano jurisdiccional vuelva a dictar Sen-
tencia en la que se respete el derecho a la tutela judicial
efectiva del apelante principal y ahora demandante de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:
1.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela

judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Logroño el 7 de septiembre de 1998, en el
rollo de apelación núm. 131/98.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno, a fin de que el recurrente pueda defenderse
contradictoriamente frente a la pretensión deducida en
los escritos de impugnación y adhesión a la apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de diciembre de dos mil
uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas
Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Cal-
vo y Montiel.—Firmado y rubricado.

906 Sala Primera. Sentencia 233/2001, de 10
de diciembre de 2001. Recurso de ampa-
ro 6578-2000. Promovido por don Raúl Vidal
Silva y otra respecto de resoluciones del Juz-
gado de Primera Instancia núm. 5 de Hos-
pitalet de Llobregat dictadas en ejecución de
Sentencia en un proceso de división de cosa
común.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
(acceso al recurso legal): inadmisión de recur-
so de reposición por no citar el precepto pro-
cesal infringido.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente; don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6578-2000, promovido
por don Raúl Vidal Silva y doña Divina López López,
representados por el Procurador de los Tribunales don
Carlos Riopérez Losada y asistidos del Letrado don
Eudald Vendrell Ferrer, contra las providencias de 13
y 17 de noviembre de 2000, del Juzgado de Primera
Instancia núm. 5 de Hospitalet de Llobregat, que recha-
zaron el recurso de reposición interpuesto contra la pro-
videncia del mismo Juzgado de 26 de octubre de 2000,
dictada en ejecución de Sentencia recaída en juicio
declarativo de menor cuantía núm. 129/91. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la Magistrada
doña María Emilia Casas Baamonde, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 15 de diciembre de 2000, el Procurador de los Tri-
bunales don Carlos Riopérez Losada interpuso, en nom-
bre y representación de don Raúl Vidal Silva y doña
Divina López López, recurso de amparo contra las pro-
videncias de 13 y 17 de noviembre de 2000 del Juzgado
de Primera Instancia núm. 5 de Hospitalet de Llobregat,
por entender que vulneran el art. 24.1 CE.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:
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a) En el procedimiento de menor cuantía seguido
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Hos-
pitalet de Llobregat en ejercicio de la acción de división
de cosa común, instado contra los ahora recurrentes,
se dictó Sentencia estimatoria de la demanda ordenando
proceder a la división en fase de ejecución sin especificar
los términos precisos de dicha operación. Recurrida en
apelación por los ahora recurrentes, dicha resolución fue
confirmada por la Audiencia Provincial de Barcelona.

En período de ejecución, a falta de acuerdo sobre
la forma y términos exactos de la división, el Juzgado
acordó por providencia de 1 de septiembre de 2000
que se remitiesen las actuaciones a un Notario designado
por el Colegio correspondiente «para la autorización de
la escritura pública acordada en los autos». Con fecha 26
de octubre se practicó diligencia por el Juzgado haciendo
constar que «según comunicación telefónica mantenida
con la Notaría del Sr. Fernández Posada, comunican que
se ha confeccionado la escritura de división horizontal»,
dictándose nueva providencia en la misma fecha que
señalaba día y hora para su firma.

b) Contra dicha providencia interpusieron los ahora
demandantes recurso de reposición aduciendo indefen-
sión derivada de no haber tenido ocasión de conocer
el contenido de la escritura y su adecuación a la Sen-
tencia dictada y demás resoluciones recaídas en la eje-
cución, adecuación a las mismas que tampoco habría
verificado el Juzgador. Por providencia de 13 de noviem-
bre siguiente el Juzgado acordó que «no ha lugar a pro-
veer el recurso de reposición interpuesto ... al no citarse
disposición de la Ley que haya sido infringida». Inter-
puesto nuevo recurso de reposición, por providencia
de 17 de noviembre, se acuerda que «no ha lugar... están-
dose a lo acordado en la providencia recurrida...».

3. La demanda de amparo se dirige contra estas
dos últimas providencias de 13 y 17 de noviembre
de 2000 del Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de
Hospitalet de Llobregat, invocando la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 CE) como consecuencia de no haberse admi-
tido a trámite el recurso de reposición por omisión de
referencia a la disposición legal que se considera vul-
nerada. Esta decisión del Juzgador es considerada arbi-
traria, injustificada y contraria al principio de tutela judi-
cial efectiva, por cuanto restringe el acceso al recurso
propio y más ordinario contra las decisiones judiciales
no definitivas. Sin perjuicio de su concreta valoración
judicial, debió darse curso a la pretensión deducida a
fin de que, tras la correspondiente controversia, el Juz-
gador hubiese procedido a su estimación o desestima-
ción. Se cita jurisprudencia constitucional en tal sentido;
y se solicita, en virtud de todo ello, la anulación de las
providencias impugnadas y la reposición de las actua-
ciones judiciales a momento anterior al de dictarse aqué-
llas, con admisión a trámite del recurso de reposición
interpuesto.

4. Por providencia de la Sección Segunda de este
Tribunal, de 4 de junio de 2001, se acordó la admisión
a trámite de la demanda, así como requerir al Juzgado
de Primera Instancia núm. 5 de Hospitalet de Llobregat
la remisión del testimonio del juicio declarativo de menor
cuantía núm. 129/1991 y el emplazamiento de cuantos
fueron parte en el proceso, con excepción de los
recurrentes en amparo.

5. Por providencia de 2 de julio de 2001 se tuvo
por recibido el testimonio de las actuaciones y se acordó
dar vista de todas ellas por un plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo para
que pudieran presentar las alegaciones que a su derecho
convinieran, de acuerdo con el art. 52 LOTC.

6. Mediante escrito presentado el 7 de septiembre
de 2001, los recurrentes reiteran las alegaciones expues-
tas en la demanda, insistiendo en que el motivo por
el cual debería otorgarse el amparo se encuentra en
la jurisprudencia constitucional, según la cual el requisito
de citar la disposición legal, contenido en el art. 377
LEC de 1881, sólo es predicable de los recursos moti-
vados en la infracción de preceptos de dicha Ley, porque
de otro modo se obligaría a los recurrentes a citar ima-
ginarios preceptos procesales. La razón que motivó el
recurso de reposición fue en este caso la posible lesión
de un derecho reconocido en el art. 24 CE y su rechazo,
basado en la falta de cita del precepto procesal, vulneró
por ello mismo la tutela judicial efectiva.

7. Mediante escrito presentado el 10 de septiembre
de 2001, el Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento
del amparo por entender que la respuesta judicial con-
tenida en las providencias impugnadas vulneró, en efec-
to, el derecho a obtener la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE) que, de conformidad con la reiterada doc-
trina de este Tribunal, imponía entrar en el fondo del
asunto; y ello, por cuanto es constante y reiterado el
criterio constitucional que señala que dentro del con-
cepto «disposición infringida» del art. 377 de la antigua
Ley de Enjuiciamiento Civil, hay que entender no sólo
las leyes procesales, sino también las sustantivas cuando
han sido lesionadas, y con más motivo todavía la Cons-
titución Española. Como quiera que en el presente caso,
el recurso de reposición de 3 de noviembre mencionaba
como expresamente infringido por la providencia recurri-
da el art. 24.1 CE, alegando como derivación del mismo
la indefensión que producía no haber tenido oportunidad
de leer la escritura pública de división, y que dicha pro-
videncia podía ser contraria al principio de intangibilidad
de las sentencias firmes, la respuesta al mismo -continúa
el Fiscal- que fue la providencia de 13 de noviembre
de 2000, en la que se inadmitía la reposición por no
citarse la disposición de ley que había sido infringida,
no es conforme a la doctrina constitucional, que no auto-
riza tal solución de inadmisión cuando lo que se está
denunciando no es una infracción procesal sino material,
como era el caso. Asimismo, la ulterior providencia, de 17
de noviembre de 2000, que no admite a trámite el recur-
so de reposición contra la anterior providencia, no hace
sino confirmar la infracción constitucional, al no reparar
el defecto en que incurrió la precedente. Por todo ello,
el Ministerio Fiscal solicita la anulación de las providen-
cias recurridas y la retroacción del procedimiento al
momento posterior a la interposición del recurso de repo-
sición contra la primera de las providencias para que
se resuelva el mismo contestando al fondo de lo
reclamado.

8. Por providencia de 5 de diciembre de 2001 se
acordó señalar para la deliberación y votación de esta
Sentencia el siguiente día 10.

II. Fundamentos jurídicos

1. Denuncian los demandantes de amparo la vul-
neración de su derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (ex art. 24.1 CE) por las providencias del Juzgado
de Primera Instancia núm. 5 de Hospitalet de Llobregat
de 13 y 17 de noviembre de 2000 frente a las que
se dirige el presente recurso, al inadmitir a trámite un
recurso de reposición interpuesto por los recurrentes sin
citar el precepto procesal infringido con arreglo al
art. 377 LEC de 1881 aplicable al caso. A tal alegación
se suma el Ministerio Fiscal, invocando al respecto, al
igual que los demandantes, una consolidada doctrina
de este Tribunal sobre la lesión constitucional denun-
ciada en el concreto aspecto en que aquí se invoca.
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Pues bien, hemos de afirmar de inmediato que cons-
tituye, en efecto, doctrina reiterada de este Tribunal que
el derecho de acceso a los recursos constituye una ver-
tiente del derecho fundamental a la tutela judicial efec-
tiva, siendo un derecho de configuración legal cuyo ejer-
cicio se encuentra condicionado al cumplimiento de los
requisitos legalmente establecidos para ello, cumplimien-
to que ha de ser valorado en exclusiva por el órgano
judicial (SSTC 58/1995, de 10 de marzo; 149/1995,
de 16 de octubre; 211/1996, de 17 de diciembre;
y 10/1999, de 8 de febrero; entre otras muchas). Por
ello, las decisiones de inadmisión de los recursos que
efectúen los órganos judiciales sólo pueden ser objeto
de revisión por parte de este Tribunal si la apreciación
de la causa se ha llevado a cabo de forma inmotivada,
irrazonable o arbitraria, incursa en error de hecho patente
o como consecuencia de una interpretación rigorista y
excesivamente formal que quiebre la proporción entre
la finalidad del requisito incumplido y las consecuencias
para el derecho fundamental (SSTC 162/1995, de 7 de
noviembre; 38/1996, de 11 de marzo; 160/1996, de 15
de octubre; 93/1997, de 8 de mayo; 112/1997, de 3
de junio; y 207/1998, de 26 de octubre, entre otras).
Este último puede ser el caso de la inadmisión de los
recursos de reposición por no citar el precepto procesal
infringido, como disponía el art. 377 de la anterior LEC,
que ha sido ya objeto de numerosos pronunciamientos
por parte de este Tribunal.

2. La doctrina que hemos sentado en dichos pro-
nunciamientos señala la necesidad de interpretar el últi-
mo inciso del mencionado art. 377 LEC («y citarse la
disposición de esta Ley que haya sido infringida») de
conformidad con el sentido o finalidad del precepto, de
forma que, dado que cabe impugnar una misma reso-
lución por razones no sólo de forma, sino también de
fondo, la «disposición de esta Ley» a la que se refería
el art. 377 de la propia Ley de Enjuiciamiento Civil
de 1881 sólo había de ser citada expresamente cuando
el motivo de impugnación tenía naturaleza procesal, pues
afirmar lo contrario significaría obligar al recurrente a
citar imaginarios preceptos procesales infringidos. En
consecuencia, cuando el recurso de reposición se fun-
damente exclusivamente en la infracción de preceptos
sustantivos, no existe obligación alguna de citar normas
procesales que no han sido vulneradas. En tales casos,
la inadmisión del recurso vulnera el art. 24.1 CE, porque
la exigencia de un requisito pensado para otra finalidad
rompe la correspondencia entre aquélla y las consecuen-
cias que se siguen para el derecho a la tutela judicial
efectiva, produciendo un resultado desproporcionado e
injustificado como consecuencia de una aplicación ina-
decuada de la exigencia legal. Así lo hemos declarado,
entre otras muchas y por citar las más recientes, en
las SSTC 10/1999, de 8 de febrero; 100/1999, de 31
de mayo; 213/1999, de 29 de noviembre; 221/1999,
de 29 de noviembre; 9/2000, de 17 de enero;
y 205/2000, de 24 de julio.

3. La simple aplicación de la anterior doctrina al
presente caso conduce a la estimación del recurso de
amparo. En efecto, la providencia de 13 de noviembre
de 2000 del Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de
Hospitalet de Llobregat declarando no haber lugar al
recurso de reposición por incumplir el requisito estable-
cido en el art. 377 de la anterior LEC, al no citarse la
disposición legal infringida, debe considerarse contraria
al art. 24.1 CE. Los recurrentes impugnaron la prece-
dente resolución del Juzgado, la providencia de 26 de
octubre de 2000, por motivos que indudablemente no
eran procesales, sino sustantivos -concretamente se refe-
rían a la indefensión que les ocasionaba el descono-
cimiento de la escritura pública cuya firma se acordaba
en dicho proveído- y, por ello, al no tener como objeto

su impugnación denunciar la vulneración de ningún pre-
cepto de carácter procesal, no podía exigirse el cum-
plimiento del mencionado requisito legal. De este modo,
la inadmisión del recurso de reposición por esta causa,
de acuerdo con nuestra jurisprudencia, produjo un resul-
tado desproporcionado e injustificado que lesiona el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva en su
versión de derecho de acceso a los recursos. Similar
razonamiento es aplicable a la posterior providencia
de 17 de noviembre de 2000 que, lejos de reparar tal
lesión, perpetuó la misma con razonamiento idéntico al
anterior.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo presentado por don
Raúl Vidal Silva y doña Divina López López y, en su
virtud:

1.o Reconocer a los recurrentes su derecho a la tute-
la judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Anular las providencias del Juzgado de Primera
Instancia núm. 5 de Hospitalet de Llobregat de 13 y 17
de noviembre de 2000.

3.o Reponer las actuaciones al momento procesal
oportuno a fin de que el Juzgado resuelva sobre la admi-
sión a trámite del recurso de reposición con respeto
del derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de diciembre de dos mil
uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas
Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Cal-
vo y Montiel.—Firmado y rubricado.

907 Pleno. Sentencia 234/2001, de 13 de diciem-
bre de 2001. Cuestión de inconstitucionali-
dad 389/94. Planteada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, en relación
con la Disposición transitoria cuarta, aparta-
do 7, de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre,
de impuestos especiales.
Vulneración del principio de seguridad jurídi-
ca: supresión retroactiva de la exención de
materias primas disfrutada por los fabricantes
en el impuesto sobre el petróleo.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente;
don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, doña María Emilia Casas Baamonde, don
Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, don Roberto
García-Calvo y Montiel y don Eugeni Gay Montalvo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 389/94,

planteada por la Sección Cuarta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia


